LOS CONSORCIOS

José Antonio Pérez Torrente

1. Encuadramiento general y definicién

No es posible reconducir a unidad, ni en la teoria ni en la prictica, a la enorme
variedad de organizaciones o instituciones que han adoprado la denominacién de
consorcio. Figuran entre ellas meras asociaciones sin personalidad juridica, asf como
personas jurfdicas, algunas de derecho privado y otras de derecho priblico. Los hay
creados por leyes singulares, otros previstos con cardcter sectorial !

Sefiala Martin Mateo? que en nuestro Derecho las primeras utilizaciones del tér-
mino consorcio estaban pensando mds que en una agrupacién gestora en un simple
convenio. Tal era el caso de los consorcios forales, es decir, los acuerdos con las regio-
nes de réglmen peculiar para fijar sus aportaciones al erario comiin. Otros consorcios
se constitufan como organizacién para distribuir la asignacién de subvenciones al sec-
tor privado y para reservar al Estado ciertas facultades de intervencién cuando se inicia
la actuacién piablica en la economia por via de fomento.

Agrega dicho autor que la mayorfa de los consorcios que se establecen a partir de la
época de la Dictadura tienen una orientacién encaminada a la redistribucién de sub-
venciones, a la reestructuracién integral de un secror, a la fijacién de precios mdximos
o a finalidades similares.

Aparecen mis tarde consorcios que son férmulas de comunidad, otros que son
convenios para la explotacién de propiedades especiales tales como aguas, minas o
montes y que estdn previstos en la respectiva legislacién. A excepcién de algunas per-
sonas jurfdicas constituidas por alguna norma especial bajo la denominacién de «con-
sorcion, muchas veces impropiamente utilizada, la mayor parte de figuras designadas
con este nombre carecen de personalidad y son meros convenios, caracterizados por
una peculiar presencia o control estatal.

La necesidad de centrar el tema en una figura de caracteres unitarios nos obliga a
prescindir de la extraordinaria variedad de organizaciones, con o sin personalidad
juridica, que han adoptado tal denominacién y referirnos tan sélo a aquella figura
prevista en el derecho puiblico como téenica o instrumento de colaboracién o de ges-
tién conjunta de intereses que conciernen a diversas administraciones, figura que
comporta la atribucién de personalidad juridica.

1, Un estudio minucioso de las figuras que en la época adoptaban la denominacién de consorcia, se
encuentra en la obra de J. L. Martinez Lépez-Muiiz, Los consorcios en el derecho espafiol (Andlisis de su
naturaleza juridica), Madrid, 1974,

2. Ramén Martin Mareo, «El Consorcio como institucién jurfdicas, Revista de Administracién Pibli-
ea, nim. 61, enerc-abril 1970, pdg. 19 v ss.

Autonomies, niim. 21, diciembre de 1996, Barcelona.
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Podemos caracterizar a los consorcios como personas juridicas publicas, de natura-
leza asociativa y cardcter no territorial, constituidas voluncariamente por diversas ad-
ministraciones pablicas o por éstas con ciertas entidades privadas.

2. Su reconocitiento legal en términos generales
2.1. Legislacién sobre régimen local

Como categoria dotada de caracteres comunes a una serie de entudades y regulada
en la Ley con caricter general, de tal suerte que baste para su constitucién el cumpli-
miento de ciertos requisitos y no sea preciso un acto singular de atribucién de perso-
nalidad juridica, el consorcio es hijo de la legislacién de régimen local.

El primer cuerpo normativo que se refirié a los consorcios en este sentido tipico, es
decir, con el designio de regular un nuevo tipo de personas juridicas, fue el Reglamen-
to de organizacién, funcionamiento y régimen juridico de las corporaciones locales,
aprobado por Decreto de 17 de mayo de 1952, cuyo articulo 172.20 autorizaba a las
dipuraciones provinciales a constituir consorcios con ayuntamientos para determina-
dos fines.*

En términos mds generales, el Reglamento de servicios de las corporaciones locales
aprobado por Decreto de 17 de junio de 1955 aucorizé a las corporaciones locales a
«constituir Consorcios con Entidades publicas de diferente orden, para instalar o ges-
tionar servicios de interés local».?

Aun cuando la finalidad del consorcio era la de gestionar servicios pablicos locales,
no debe entenderse que se rratara de una forma de gestién de servicios pablicos, al
mismo nivel que las formas de gestién directa o indirecta enumeradas en los articulos
67 y 113 del Reglamento tltimamente citado.®

3. A pesar de la restriccién del concepro, todavia pueden encuadrarse en 4| los consorcios en sentido
estricto, a los que pretenden referirse estos apuntes, y las mancomunidades de municipios, cuyo régimen
se regula en el articulo 44 de |a Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las bases del régimen local y en los
articulos 3% v siguientes del texto refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de régimen
local, aprobado por Real decreto |egis]ativ0 781/1986, de 18 de abrl. R. Mardn Mateo, 0p. oIt pa’g. 34,
reconoce que consorcios y mancomunidades tienen ¢l mismo cardcrer y que se diferencian sélo en cuanto
a los sujetos que los integran, es decir, sélo ayuntamientos en el caso de las mancomunidades y personas
pertenecientes a diversos grados en las administraciones publicas, en el caso de los consorcios. Opina que
a efectos sistemdticos y de general inteligencia es preferible reservar la ribrica de consorcios a estos
iltimos. J. L. Martinez Lépez-Mufiz, ap. ci., pag. 304, abunda en la misma opinién de que es el elemen-
to subjetivo el que diferencia a ambas figuras y propone la integracién de ambas en una categoria comiin
que denomina «corporaciones interadministrativass.

4. Decia ash: «En congruencia con las arribuciones encomendadas a la Dipuracién por los articulos
270 y concordantes de la Ley, les corresponderd: ... Constiwir consorcios con Ayuntamientos de la
Provincia para construccién de Escuelas y viviendas de Macstros, repoblaciones forestales, tendidos de
redes de energia eléctrica, suministros de aguas y demds servicios u obras que afecten a varios Muniai-
pios.»

5. El apartado 2 del propio articulo agregaba: «8in perjuicio de lo dispuesto en el pdrrafo 5 del
articulo 197 de la Ley, los Consorcios tendran caricter voluntario y estardn dotados de personalidad para
el cumplimiento de sus finess, El articulo 197.5 de la Ley se referia a los consorcios forestales regulados
por la Ley de montes, los cuales consorcios son simples contratos concluidos entre la Administracién
forestal y ofras administraciones o particulares que no dan lugar a la creacién de persona alguna.

6. Elarticulo 67 del Reglamento de Servicios decfa asiz «La gestidn directa de los servicios compren-
derd las siguientes formas: 1. Gesti6n por la Corporacién... 2.° Fundacién publica del servicio. 4.* Socie-
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Como se ha indicado,” el consorcio no era en puridad una forma mé4s de gestién
de servicios publicos, sino la Entidad que venia a subrogarse en la titularidad de los
servicios puiblicos, algo, pues, previo a la gestién y a los modos en que ésta se organiza-
ba. Lo demuestra su ubicacién en el capitulo II del titulo III, anterior a la regulacién
de las formas de gestién directa, por empresa mixta o de gestién indirecta, contenidas
en los capitulos 11l a V del mismo titulo. Ademis, el articulo 40 del Reglamento de
servicios ratificaba la idea de que el consorcio era el titular del servicio y no una forma
de gesti6n, al establecer que «los consorcios podrén utilizar cualquiera de las formas de
gestidn de servicios, sustituyendo a los entes consorciados».

En el Reglamento de servicios, el consotcio aparece como una forma de relacién
interadministrativa aplicable en toda clase de supuestos, con la limitacién de que sus
fines se reducen a la instalacién o gestién de servicios y de que éstos han de ser de
interés local.

Por otra parte, la participacién en consorcios estd autorizada tan sélo a entidades
publicas: el Reglamento no abre la puerta a entidades privadas de ningin tipo.

Este panorama sufre una evolucién sustancial en la Ley 7/1985, de 2 de abril,
reguladora de las bases del régimen local. Su articulo 87 establecié: «Las entidades
locales pueden constituir consorcios con otras administraciones puiblicas para fines de
interés comtin, o con otras entidades privadas sin 4nimo de lucro que persigan fines de
interés publico, concurrentes con los de las administraciones piblicas.»

En desarrollo de este precepro, el articulo 110 del texto refundido aprobade por
Real decrero legislativo 781/19806, establece, dentro del capitulo II del titulo VI relaci-
vo a «Bienes, actividades y servicios y contrataciénn, lo siguiente, en sus apartados 1 y
2: «1. Las entidades pueden constituir consorcios con otras administraciones publicas
para fines de interés comiin o con entidades privadas sin 4nimo de lucro que persigan
fines de interés publico concurrentes con los de las Administraciones piblicas. 2. Los
consorcios gozardn de personalidad juridica propia.»

Como se advierte de la simple lectura de estos preceptos, la nueva legislacién de
refgimen local amplia notablemente el 4mbito de acruacién y de finalidades de los
consorcios. Desde el punto de vista de su composicién subjetiva, admite que partici-
pen en ellos entidades privadas sins 4nimo de lucro. Objetivamente, extrae a los con-
sorcios de la temdrica relacionada con la gestién de servicios y se refiere genéricamente
a «fines de interés comin», de suerte que cualquier actividad del Ayuntamiento en
cuya realizacién pueda concurrir con otras entidades piblicas o con entidades privadas
de las citadas puede figurar entre los fines del consorcio.

Reafirma la amplitud de estas finalidades el articulo 57 de la Ley de bases, en-
marcado en el capitulo II del titulo IV, sobre «Relaciones interadministrativas», que
dice asi: «La cooperacién econémica, técnica y administrativa entre la Administracién
local y las administraciones del Estado y de las comunidades auténomas, tanto en
servicios locales como en asuntos de interés comdn, se desarrollard con carécter volun-
tario, bajo las formas y en los términos previstos en las leyes, pudiendo tener lugar, en
todo caso, mediante consorcios o convenios administrativos que suscriban». Asf pues,

dad privada municipal o provincial». Y el articulo 113: «Los servicios de competencia de las Corporacio-
nes locales podrén prestarse indirectamente con arreglo a las siguientes formas: 4) concesién; 4} arrenda-
miento; y ¢) concierton,

7. Martinez Lépez-Mupiz, ap. cir., pig. 405.
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el consorcio ha superado la etapa en que sus fines se centraban en la gestién de servi-
cios de interés local, para trascender a todo el mbito de las relaciones de cooperacién
entre administraciones.®

2.2. Legislacidn autondmica

En el panorama legislativo, en el momento de su publicacién, la Ley de bases de
régimen local y sus precedentes son las dnicas normas administrativas que regulan la
figura de los consorcios. Se da con ello la paradoja de que rodas las administraciones
publicas asociadas en un consorcio, aunque sean de dmbito territorial mis amplio,
como las estatales o las autonémicas, quedan sujetas a la normariva local.

Con posterioridad, la legislacién autonémica se ha referido al tema de los consor-
cios. Resefiaremos tan sélo la legislacién de la Generalidad de Catalufia, habida cuenta
de la personalidad en cuyo honor se redacta este trabajo y a la indudable influencia
que ejerci6 en la produccién legislativa de la Generalidad.

La legislacién de la Generalidad de Caraluiia tiene una doble vertiente. Parte de
ella regula remas de régimen local. Otras disposiciones regulan la participacién de la
Generalidad en consorcios. La normativa de produccién autonémica relariva al régi-
men local deberia, pues, recogerse en el apartado anterior, puesto que desde el punto
de vista material no se diferencia de aquélla; si nos comamos la licencia de incluirla en
este apartado, sustituyendo en la exposicién de los temas el criterio de la materialidad
por el de la fuente normativa, es tan sélo por resaltar la evolucién normativa y la
incorporacién a la misma de estas nuevas fuentes.”

2.2.1. Regulacién de régimen local de fuente autonémica

 Ciféndonos a la normariva de la Generalidad de Caralufia, la Ley del Parlamento
de Catalufia 8/1987, de 15 de abril, municipal y de régimen local de Catalufia recoge
diversos suspuestos tipicos de creacién de consorcios.

Asi, el articulo 135.1 concreta algunos aspectos de las relaciones interadministrati-
vas cuando dispone: «Els ens locals supramunicipals que tenen atribuides funcions de
cooperacién poden, amb agquesta finalitat, ... crear consorcis amb llurs municipis. Aquesta
facultar s'ha d'exercir amb criterts objectius i d'acord amb el principi digualiat i amb els
criteris de coordinacit establerts. 5i[...] en el consorci participa una diputacid provincial,
és necessari linforme previ del consell o els consells comarcals afectats.»

El articulo 174 se refiere a la posibilidad de crear consorcios entre la Generalidad y

8. De que la idea ha sido frucrifera y ha dado lugar a la multiplicacién de consorcios, es muestra la
publicacién «Consorcios en los que participan Entidades Localess, editada en mayo de 1995 por la Di-
reccion General de Coordinacién con las Haciendas Territoriales.

9. Segiin la regla 4.* del articulo 148.1 de la Constitucién, las comunidades auténomas pueden
asumir, en general, las funciones que correspondan a la Administracién del Estado sobre las corporacio-
nes locales y cuya transferencia autorice la legislacién sobre Régimen Local, reservindose el Estado como
competencia exclusiva en la regla 18.* del articulo 149.1, las bases del régimen juridico de las administra-
ciones publicas. Esta competencia fue asumida con caricter exclusivo en el apartado 8 del articulo ¢ del
Estatuto de Autonomia de Catalufa, Por ral motivo decimos que materialmente la legislacién que dicte la
Generalidad de Cacaluia sobre estos temas es legislacidn de régimen local. La legislacién de régimen local
tiene, pues, dos fuentes normativas, la estatal y [a autondmica. La estatal tiene por objeto las bases de wl
régimen, y la autonémica, el desarrollo de las hases.
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los entes locales: «L ' Administracid de la Generalitat i els ens locals poden establir convenis
o consorcis sobre serveis locals o assumptes d'interés comdi, per tal d'instrumentar fSrmules
d assisténcia ¢ cooperacid econdmica, técnica | administrativa.»

La mencionada Ley vuelve a dedicar atencién al consorcio en el capitulo II del
titulo XIX, dedicado a «Obres, activitats i serveis». En forma un tanto asistemitica, el
consorcio es tratado después de las formas de gestién de los servicios publicos locales,
como si fuera una més de ellas, pero esta impresién se desvanece si se examina el
apartado 1 del articulo 253 y el apartado 1 del articulo 254. El primero establece que
«el consorci és de naturalesa voluntaria i té personalitat juridica propia per a crear i gestio-
nar serveis i activitats d interds local o comii». El segundo reproduce la vieja férmula del
articulo 40 del Reglamento de servicios, que también se recoge en el articulo 110.5 del
texto refundido de 18 de abril de 1986, antes citado: «E{ consorci pot uttlitzar gualsevol
de les formes de gestié del servei establertes per la legislacid de régim local.»

Queda, pues, claro, que el consorcio no es una forma de gestién de servicios lo-
cales, sino el titular del servicio, habilitado para utilizar rales formas de gestién.

Por lo demds, como puede observarse, la normativa de origen autonémico sobre
régimen local no introduce novedades de relieve en relacién con la normativa de fuen-
te estatal, lo cual es l6gico atendida la obligada observancia de las bases estatales.

Tiene interés, no obstante, la definicién que del consorcio se da en el articulo 252,
que consagra al consorcio como figura tipica, en el sentido a que mds arriba nos
referiamos: «El consorci és una entitat piblica de caricter associatiu que pot ésser consti-
tuida pels ens locals amb altres administracions piibliques per a finalitars d'interés comii o
amb entitats privades sense anim de lucre que tenen finalitats d'interés piblic concurrents

amb les dels ens locals.»

2.2.2. Repulacién de instituciones autonémicas

La legislacién de la Generalidad de Caralufia, referida no ya a la remdrica local,
sino a la propia institucién autonémica, desvincula la figura del consorcio de la parti-
cipacién en el mismo de alguna entidad local. El articulo 55 de la Ley 13/1989,
aprobada por el Parlamento de Caralufia en 14 de diciembre de dicho afio, establecié
en su pérrafo 1 lo siguiente: «El Gobierno'® puede acordar la constitucién de consot-
cios entre la Generalidad y otras administraciones piiblicas para finalidades de interés
comtn o con entidades privadas sin 4nimo de lucro que tengan finalidades de interés
publico concurrentes con las de la Administracién.»"

La utilidad de esta disposicién se manifiesta especialmente en la atribucién a la
Generalidad de la capacidad de constituir consorcios con entidades privadas. No es
il para recoger la posibilidad de constituir consorcios con entidades locales, pues este
extremo, como hemos visto, ya estaba previsto en la Ley municipal y de régimen local
de Caralufia que es de fecha anterior. Lo fue, en cambio, como fundamento de la
constitucién de consorcios en los que participase la comunidad auténoma con el Es-
tado o con otros entes, como las universidades, sin que fuera precisa la mediacién de

10. Se refiere al de la Generalidad.

11. El articulo 55 continua diciendo: «2. Los consorcios denen personalidad jurldica propia. 3. Los
sstatutos de los consorcios determinardn las finalidades y las particularidades de sus regimenes orgdnico,
funcional y financiero. 4. Los rganos de decisién de los consorcios han de estar integrados por represen-
tantes de todas las entidades consorciadas, en la proporcién que se fije en los estatutos respectivos.»
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entidades locales, por cuanto |2 normativa estatal no ha previsto hasta fecha mds recien-
te la figura general del consorcio, como a continuacién veremos. En laactualidad, parte
de la regulacién autonémica sobre consorcios ha sido asumida por la legislacién estatal,
en lo que se refiere a su constitucién entre el Estado y las comunidades auténomas.

Mi4s discutible es que dicha normativa autonémica habilite a la comunidad para
constituir consorcios con otras comunidades auténomas. El articulo 145.2 de la
Constitucién limira esta posibilidad cuando establece que «los Estatutos podran pre-
ver los supuestos, requisitos y rérminos en que las comunidades auténomas podrin
celebrar convenios entre si para la gestién y prestacién de servicios propias de las
mismas, asf como el caricrer y efectos de la correspondiente comunicacién a las Cortes
Generales. En los demds supuestos, los acuerdos de cooperacién entre las comunida-
des auténomas necesitardn la autorizacién de las Cortes Generales».

2.3, Legislacién estatal

Finalmente ha sido la legislacién estatal la que se ha ocupado del tema de los
consorcios. Su regulacién se hace especialmente desde la perspectiva de la cooperacién
interadministrativa, aunque no desdefa la posibilidad de gestién comiin de servicios.

El articulo 7 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de régimen juridico de las
administraciones ptiblicas y del procedimiento administrarivo comiin, dice asi: « Con-
sorcios. — 1. Cuando la gestidon del convenio haga necesario crear una organizacién
comiin, ésta podrd adoptar la forma de consorcio dotado de personalidad juridica. 2.
Los estatucos del consorcio determinaran los fines del mismo, asf como las particulari-
dades del régimen org4nico, funcional y financiero. 3. Los érganos de decisién estardn
integrados por representantes de todas las entidades consorciadas, en la proporcién
que se fije en los estaturos respectivos. 4. Para la gestién de los servicios que se le
encomienden podrd utilizarse cualquiera de las formas previstas en la legislacién apli-
cable a las administraciones consorciadas».

Parece reproduccion casi literal del articulo 110 del texto refundido de las disposi-
ciones vigentes en materia de régimen local, pero se advierte una diferencia de régimen
en cuanco al aplicable a la gestién de los servicios que se le encomienden. La Ley
30/1992 se remite a cualquiera de las formas previstas en la legislacién aplicable a las
administraciones consorciadas, mientras que el articulo 110.5 del texto refundido Jl-
timamente citado remite exclusivamente a las formas previstas en la legislacién de
régimen local.

:Significa esta diferencia que la Ley 30/1992 ha derogado la de régimen local en
este punto?

Para resolver esta cuestién es preciso poner en conexién este articulo con el que le
precede. El articulo 7 de la Ley 30/1992 vincula la creacién de consorcios a que la
gestién de un convenio haga necesario crear una organizacién comun. Los convenios a
que se refiere son los regulados en el apartado 1 del articulo 6 bajo la ribrica «Conwve-
nios de colaboracidn», con el siguiente texto: «El gobierno de la Nacidn y los érganos de
gobierno de las comunidades auténomas podran celebrar convenios de colaboracién
entre sf en el dmbito de sus respecrivas comperencias.»'?

12, Se reafirma aqui lo antes dicho acerca de consorcios entre comunidades auténomas. La Ley
30/1992 introduce la regla de que sélo son posibles con la participacién del Estado en el consorcio.
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Como ficilmente se advierte, el articulo 7 de la Ley regula tan sélo el régimen de
consorcios entre el Estado y las comunidades auténomas.'* La Ley de bases de régimen
focal y el texto refundido de 1986 regularian los consorcios en que participaran enti-
dades locales. Asi pues, la Ley 30/1992, en lugar de crear una regla comiin, consagra
dos regimenes que en més de una ocasién serdn distintos.

Ratifica esta conclusién el articulo 9 de la Ley 30/1992, el cual, bajo el epigrafe de
«Relaciones con la Administracién local», dispone lo siguiente: «Las relaciones entre la
Administracién general del Estado o la Administracién de la comunidad auténoma
con las entidades que integran su Administracién local se regirdn por la legislacién
basica en materia de régimen local, aplicindose supletoriamente lo dispuesto en el
presente Titulo.

3. Constitucién del consorcio
3.1. Causa

Como se deduce del articulo 7 de | aLey 30/1992, la constitucién de un consorcio
trae causa de la previa celebracién de un convenio de colaboracién y de la necesidad de
crear una organizacién comun para la gestién del convenio."

Esta previsién no sélo tiene valor causal, sino que, muy probablemente, tiene
valor formal. En otras palabras, no seria vilida la constitucién de un consorcio a la que
no hubiera precedido la celebracién de un convenio entre las administraciones, puesto
que se habria prescindido del procedimiento legalmente establecido, y podrian consi-
derarse incursos no sélo en infraccién del ordenamiento juridico y, por tanto, en
anulabilidad, sino incluso en nulidad de pleno derecho, segin lo dispuesto en el ar-
ticulo 62.1.¢ de dicha Ley."

La regla contenida en el articulo 6 de la Ley 30/1992 parte de la légica considera-
cién de que la creacién de un consorcio responde a un acuerdo de colaboracién encre
las administraciones publicas para resolver problemas ¢ gestionar servicios o activida-
des de fomento en materias en que hay competencias concurrentes. Sin embargo, su
rratamiento legislativo no es el mismo, segiin intervenga o no una entidad local. Si
interviene una entidad local, la legislacién de régimen local no exige que se haya

13. Lo cual no deja de ser contradictorio con la generalidad con que el articulo 2 de la Ley proctama
el 4mbito de aplicacién de la misma. Tras declarar el artfculo 1 de la Ley que ésta es aplicable a todas las
administraciones piiblicas, el articulo 2 entiende por administraciones pablicas, a los efectos de la Ley, la
Administracién general del Estado, las de las comunidades auténomas y las entidades que integran
la Administracién tocal. Por este motivo parece paradéjico, siquiera sea a efectos estéticos, que pocos ar-
ticulos mds adelante se excluya de alguna de sus reglas a las entidades que integran la Administracién
local.

14, Elapartado 2 del ariculo 6 de la Ley 30/1992 agrepa lo siguiente sobre el contenido del conve-
nio de colaboracién: «2, Los instrumentos de formalizacién de los Convenios deberin especificar, cuando
asf proceda: a} Los 6rganos que celebran el convenio y la capacidad juridica con la que acriia cada una de
las Partes. #) La competencia que ejerce cada Administracién. ¢} Su financiacién. 4) Las actuaciones que
se acuerde desarrollar para su cumplimiento. ¢} La necesidad o no de establecer una organizacién para su
gestién. f) El plazo de vigencia, lo que no impedira su prérroga si asi lo acuerdan las partes firmantes del
convenio. g) La extincién por causa distinta a la prevista en el apartado anterior, asi como la forma de
terrinar las actuaciones en curso parz el supueste de extincién.»

15. «Los actos de las Administraciones piiblicas son nulos de plenc derecho en los casos siguiences:|...]
¢) Los dictados prescindiendo toral y absolutamente del procedimiento legalmente establecidol...].»
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firmado un convenio previo. Si no interviene una entidad de aquella naturaleza, el
convenio aparece como un prius necesario de cardcter invalidante.'®

3.2. Elementos subjetivos

La legislacién general, la autonémica y la local muestran diferencias en orden a los
sujetos autorizados para constituir y participar en un consorcio.

El articulo 7 en su relacién con el articulo 6, ambos de la Ley 30/1992, se refiere
exclusivamente al Estado y a las comunidades auténomas como sujetos constitutivos
del consorcio. En un esfuerzo de interpretacién, se advierte también que el articulo 9
autoriza a las enridades locales a formar parte de consorcios en los que participen el
Estado o la comunidad auténoma. En todo caso, se trata de un consorcio que tiene a
las administraciones publicas como miembros exclusivos.

No sucede lo mismo con la legislacién de régimen local. Sin movernos de la legis-
lacién bidsica, el articulo 87 de la Ley de bases de régimen local, mds artiba transcrito,
autoriza que en la constitucién de los consorcios participen, ademds de las administra-
ciones puiblicas, «entidades privadas sin 4nimo de lucro que persigan fines de interés
publico concurrentes con los de las Administraciones publicas».

Asi pues, puede darse la paradoja de que, para que el Estado pueda constituir
consorcios en los que participen entidades privadas, haya de contar con la presencia de
una entidad local.

El por qué la presencia de una entidad local es salvifica y purificadora de lo que no
estd autorizado al resto de las administraciones constituye aparentemente un enigma.
St los consorcios, por motivos concepruales o de polftica legislativa, sélo pudieran
establecerse entre administraciones, carecerfa de sentido que, por la mera presencia de
una entidad local, fuera aceptada la participacién de encidades privadas, de la natura-
leza que fueran.

El sentido de esta diferencia de régimen sélo puede estar, en nuestra opinién, en la
circunstancia de que la Ley 30/1992 es mds restrictiva en sus planteamientos que
la legislacién de régimen local y de que no regula los consorcios como una forma
de colaboracion abierta a toda clase de fines y de actividades, ticular de los servicios
gestionados en sustitucién de las entidades consorciadas, como antes decfamos,
sino tan sélo o, al menos, con caricrer preferente, como una forma instrumeneal
de desarrollar lo previsto en los convenios de colaboracién entre administraciones.
Dada esta finalidad de los consorcios especialmente estructurada para las relacio-
nes interadministrativas, la falta de presencia de entidades privadas, mis que a una

16. En la prictica no ¢s pensable que se constituya un consorcio sin que haya precedido la formacién
de un expedicnte en el que se recojan los fundamentos y las caractetisticas de la colaboracién. No obstan-
te, es posible que este expediente no se plasme posteriormente en un convenio expreso de colaboracién,
sino que las administraciones consorciadas aprueben por sus 6rganos competentes la consticucién de un
consorcio ¥ acudan direccamente al acto de su constitucidn, dnico documento que lleguen a formalizar,
El hecho de que el articulo 9 de la Ley 30/1992 ordene la aplicacién supletoria de lo dispuesto en el titulo
primero, en el que se encuadran los articulos 6 y 7, puede suscitar dudas acerca de la validez de la
constitucién de un consorcio sujeto a la legislacién de régimen local, sin haber formalizado previamente
un convenio de colaboracién. Nuestra opinién es que la normariva local tiene, por razones cronaldgicas y
sistemdticas, preferencia sobre la normativa estatal y que, no habiendo exigido la normativa local este
CONYEnio como requisito previo, no cabe entender ahora que la normariva estatal esté derogando a la
tocal, pues lo que es supletorio no puede rener fuerza de derogar.
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prohibicién, responde a la légica de los fines que se persiguen con la creacién del
consorcio.”

El esquema puede ain complicarse algo més pensando exclusivamente en la nor-
mativa autonémica. Entendemos que si una Comunidad auténoma tiene prevista en
su legislacién la posibilidad de celebrar consorcios con entes privados, puede hacerlo,
aun cuando no participe en la relacién ningiin ente sometido a la legislacién local. En
definitiva, ello no atenta a las bases del régimen juridico, las cuales, como hemos visto,
no contienen ninguna oposicién conceptual a esta participacién-de entes privados y, si
no la prevén en el articulo 7 de la Ley 30/1992, es més por razones légicas que por
otro tipo de motivos.

En el dmbito de la normativa autonémica, el problema que puede plantearse es si
serfa 0 no contrario a las bases que se autorizara la constitucién de consorcios con
entidades que tuvieran 4nimo de lucro. No parece ficil dar respuesta a esta cuestién.
Probablemente dependers del tipo de funcién que pretenda darse al consorcio. Si éste
se convirtiera en titular de competencias administrativas, al estilo del articulo 110.5
del texto refundido de régimen local, seria poco defendible que en la titularidad de
éstas participara un ente privado con 4nimo de lucro. Vemos, en cambio, menos
problemas para admitir que la colaboracién adopte la forma de un consorcio cuando
se trate de la gestidn concreta de servicios, cuya titularidad conserva la comunidad. El
sistema de gestién de servicios no abomina de la colaboracién entre la Administracién
y los particulares, a través de diversas férmulas, una de las cuales puede ser otra forma
asociativa, como es la empresa de economia mixta.

Por tanto, creemos sostenible que la creacién de consorcios con entidades con
4nimo de lucro, si fuera autorizada por la legislacién autonémica, no tendria necesa-
riamente que vulnerar las bases del régimen juridico de las administraciones publicas,
siempre que la funcién del consorcio no fuera la de asumir la titularidad del servicio,
sino la de actuar como concesionario del mismo. Claro estd que en este caso, el con-
sorcio no podria constituirse bajo el amparo de la forma tipica que estamos examinan-
do, sino que habria de ser objeto de una normativa singular, que posiblemente habrfa
de tener rango legislarivo, habida cuenta del rango con que estdn regulados el resto de
consorcios.'®

En cuanto al érgano competente para acordar la constitucién del consorcio (al
cual légicamente corresponderd la competencia para modificar los estatutos o acordar
la disolucién), la Ley 30/1992 lo sitda en el Gobierno de la Nacién y en los érganos de
Gobierno de las comunidades auténomas. En el 4mbito local, el articulo 47.3.4 de la
Ley de bases de régimen local, citada, exige la mayoria absoluta del nimero legal de
miembros de las corporaciones locales para la creacién, modificacién y disofucién de
organizaciones asociativas.

17, Cabe agregar que, incluso en el 4mbito local, puede ser discutible que, cuando el objeto del
consorcio sea tan sélo el de cooperacién con otras administraciones, quepa rambién la participacién de
entidades privadas, puesto que es dificil que en este aspecto los fines de éstas sean concurrentes con los de
las administraciones priblicas.

18. Es el caso del Consorci Concessionari d'Aigiies per als Ajuntaments i les Inddstries de Tarragona,
que deriva de las previsiones de la Ley 18/1981 del Parlamenro de Catalufia e incorpora a ayuntamientos
y sociedades mercantiles. Su actividad es concesional.
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3.3. Elementos objetivos

Es frecuente que para el ejercicio de las funciones comunes a cuyo servicio se crea
el consorcio, alguna o todas las administraciones consorciadas hayan de aporrar ele-
mentos matetiales que constituyan la base fisica de la prestacién del servicio.

Nada hay regulado al respecto y, por tanto, todo dependeré de los acuerdos entre
las partes consorciadas. En términos generales, puede decirse que aqui la aportacién
no tiene el mismo sentido que habitualmente cobra en las figuras asociativas de corte
privado, es decir, no suele producirse un acto de transmisién de la propiedad en favor
del consorcio. Serd més corriente que una administracién atribuya a las otras la facul-
tad de participar en las decisiones sobre la actividad que se desarrolla sobre un bien
patrimonial que le pertenece, pero cuya propiedad conserva. Ahora bien, incluso en
estos casos, dado que es al consorcio a quien se le atribuye el poder de decisién, lo mds
probable es que se ceda al consorcio cuando menos un derecho de cardcter real para la
utilizacién de la cosa, que probablemente serd una concesién demanial, si el bien es de
dominio publico, o un mero derecho de usufructo, si su naturaleza es patrimonial.

Los requisitos que habrd de reunir la aportacién, habrin de corresponderse, légi-
camente, con la naturaleza del derecho que se transmite al consorcio. En todo caso,
parece que, aunque ninguna Ley se refiera a ello, cuando se prevea que algunos dere-
chos de cualquier Administracién se transmitan al consorcio, habrd de preceder un
expediente patrimonial a la constitucién del consorcio ¢ incluso, a la celebracién del
convenio de colaboracién.

Carecen en cambio de importancia a este respecto, a diferencia de lo que sucede en
las entidades privadas de caricter asociativo, las aportaciones en efectivo. No hay aquf
un capital que haya de servir a la financiacién del negocio o que constituya una cifra
de garantfa para terceros. El apartado ¢ del articulo 6 de la Ley 30/1992 se refiere a la
financiacién como uno de los elementos que han de constar en los instrumentos de
formalizacién del Convenio. Esta financiacién, empero, no procederd normalmente
de la constitucién de un capital inicial, sino de las transferencias o subvenciones pro-
cedentes de los presupuestos de las administraciones consorciadas. A la determinacién
de las bases sobre las que se constituird la aportacidn presupuestaria de las diferentes
administraciones es a lo que se refiere, en nuestra opinién, el indicado apartado c.

3.4, Formalizacién y registro del consorcio

Ninguna regla obliga 2 que el consorcio sea objeto de especial documentacién. El
articulo 6 de la Ley 30/1992 se refiere en su aparrado 2 a los instrumentos de formali-
zacién de los convenios, sin precisarlos. Lo normal es que el convenio y el consorcio se
formalicen en un documento administrativo.

Tan sélo cuando intervengan personas juridicas privadas y éstas aporten bienes o
derechos al consorcio, serd preciso que éste conste en escritura publica, a fin de que los
derechos transmitidos puedan ser objeto de inscripcién en los Registros correspon-
dientes. En los restantes casos, no creemos necesaria esta prevision.

El consorcio no estd sujeto a registro para alcanzar su personalidad juridica. Esta
resulca del mero acuerdo de constitucidn suscrito por las Entidades consorciadas.

El articulo 8 de la Ley 30/1992 exige que los convenios de colaboracidn sean
comunicados al Senado y que se publiquen en el Boletin Oficial del Estade y en el
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diario oficial de fa comunidad respectiva. La normativa local de fuente estatal nada
dice al respecto. Por tanto, esta exigencia s6lo es aplicable a los consorcios en que el
Estado participe o cuando las comunidades auténomas que participen en un Consor-
cio, aun cuando en él no figure ¢l Estado, asi lo tengan regulado.”

3.5. Organizacidn del consorcio

La Ley sélo da una pauta necesaria para la organizacién de los consorcios. Confor-
me hemos visto, el apartado 3 del articulo 7 de la Ley 30/1992 dispone que los 6rga-
nos de decisi6n estardn integrados por representantes de todas las entidades consorcia-
das, en la proporcién que se fije en los estatutos respectivos. Este precepto reproduce
literalmente el que ya figuraba en el apartado 4 del articulo 110 de! texto refundido de
las disposiciones legales vigentes en materia de régimen local.

Asi pues, los érganos de decisién han de ser érganos colegiados. ;Excluye esta
previsién legal que haya 6rganos unipersonales con facultades decisorias? En nuestra
opinién, no puede atribuirse este significado a la indicada previsién legal. Por 6tgano
de decisién debe entenderse aquél que ostenta la suprema capacidad de decisién del
consorcio. Ello no impide que la administracién y representacién ordinaria del con-
- sorcio se encomiende a un érgano unipersonal, bajo la forma de gerente o cualquier
otra que se le asimile, o que se concedan apoderamientos a otras personas o, sencilla-
mente, que se estructuren érganos del consorcio con facultad de dictar actos adminis-
trativos, determinando sus respectivas competencias. En definitiva el consorcio forma
parte de las administraciones puiblicas v no tiene por qué organizarse bajo criterios
distintos de los que son propios def resto de administraciones.

Lo tnico que exige la Ley es que todas las decisiones que se adopten por el consor-
cio estén bajo la superior y definitiva supervisién del érgano colegiado en donde se
hallan representadas todas las administraciones consorciadas. Este resultado puede
conseguirse no ya por la directa intervencién en todas las decisiones, que carecerfa de
operatividad e incluso de precedentes en el derecho administrativo, sino en la posibili-
dad de conocer por via de recurso de los actos de otros érganos unipersonales consti-
widos por los estaturos. )

Segiin lo que dispone el apartado 2 del articulo 7 de la Ley 30/1992, los estatutos
habrian de regular esta particularidad de su régimen orgénico y funcional.

No suministra la Ley, sin embargo, ningtin criterio sobre las proporciones en
que los entes consorciados han de participar en la composicién de tal érgano
colegiado. No indica si han de ser igualitarias, si han de configurarse en funcién de
los bienes aportados, de las transferencias presupuestarias programadas para los suce-
sivos ejercicios, o de cualquier otro elemento basado en los intereses publicos en
presencia.

15. El control que deriva de la intervencién del Senado es un contro! politico, no de legalidad.
La exigencia de publicacién en los respectivos diarios oficiales no especifica su significado. Segiin se inter-
pretara, podrfa abrir un periodo de impugnacién, pero para ello seria preciso, si nos atenemos a las
reglas generales de la propia Ley en materia de notificaciones (art. 58.2), que se publicara el texto {nte-
gro del acuerdo y que se especificaran los recursos deducibles. La Ley no exige que se indiguen tales
requisitos, lo cual nos mueve a interpretar que tal publicacién responde a una mera finalidad de control
politico.
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4. La vida del consorcio
4.1. Su adscripcidn a las administraciones en presencia

En un sistema juridico como el nuestro en que la calificacién juridica de las distin-
tas figuras acarrea la aplicacién de un régimen juridico determinado, por la via de la
supletoriedad, parece esencial definir cudl de los ordenamientos en presencia es el que
ha de regular el funcionamiento de los consorcios, cuando en ellos participen Ad-
ministraciones publicas de distinto orden.

Podtfa parecer que el tema estd resuelto por el articulo 9 de ta Ley 30/1992, antes
transcrito, con arreglo al cual, las relaciones entre la Administracién general del Es-
tado o la Administracién de la comunidad auténoma con las entidades que integran
su Administracién local se regirdn por la legislacién bisica en materia de régimen
local.

Puede observarse, sin embargo, que el supuesto a que el precepto se refiere es al de
las relaciones entre la Administracién general del Estado a la autonémica con las enti-
dades locales y, en puridad, no es éste el problema que plantea la regulacién de los
consorcios en el dmbito de la supletoriedad.

El problema es el de la relacién del consorcio, como persona juridica, con la nor-
mativa de cada una de las entidades consorciadas y, en especial, a cudl de las normai-
vas en presencia ha de acudirse para resolver las lagunas de las reglas de los estaruros
del consorcio. No se trata, por tanto, de dilucidar acerca de las relaciones entre la
Administracién general o la autonémica con la local, sino de calificar a la persona
juridica consorcial como perteneciente a la Administracidn general, a la 2utonémica o
a la local y, en funcién de esta adscripcién, determinar el régimen juridico aplicable.

En nuestra opinién, este problema no lo resuelve directamente el articulo 9 de la
Ley 30/1992. Otra cosa es que pueda acudirse a la misma solucién que para otros
supuestos prevé dicho articulo, mds por paralelismo o por falta de otra solucién legal
{es decir, por miedo al vacio) que por analogia en sentido estricto, y que por ello pueda
decirse que, al igual que en las relaciones entre la Administracién general o la au-
tonémica con la local, prevalece el derecho local, los consorcios, cuando en ellos inter-
viene una entidad local, se rigen por el derecho propio del régimen local.

Apoya esta opinién el articulo 64 del texto refundido aprobado por Real decreto
legislativo 781/1986. segiin el cual, «la constitucién con las entidades locales de entes
de gestién de caracter publico o privado se regird por la legislacién de régimen local».
No obstante, la identidad con el caso que nos ocupa no es completa, pues el consorcio
no es un ente de gesti6n; por ello, la aplicacién de este precepto sélo puede hacerse por
via de analogfa. Por otra parte, ha de observarse que esta regla no procede de la Ley de
bases de régimen local. Ello supone que la legislacién autonémica podria dictar una
regla distinta.®

Trataremos de resumir los anteriores conceptos:

1. Consorcio en que participe el Estado y una comunidad auténoma: La norma
reguladora es la estatal, si bien el articulo 7.4 permite que para la gestién de los servi-

20. Posiblemente este orden de consideraciones es el que subyace en el articulo 312.3 del Reglament
d’obres, serveis i activitats dels ens locals, aprobado por Decreto 179/1995 del Gobierno de ta Generalidad
de Cataluba en 13 de junio: vEl cardeter local, 5i s'escau, del consorci s'ha de determinar en els estatuts».
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cios que se encomienden al consorcio pueda utilizarse cualquiera de las formas previs-
tas en la legislacién aplicable a las Administraciones consorciadas.

2. Consorcio en que participe el Estado y una entidad local: La norma reguladora
es la local.?

3. Consorcio en que participe una comunidad auténoma y una enrtidad local:
Dependerd, segtin lo antes dicho, de lo regulado por la legislacién autonémica.

4. Consorcio en que participe el Estado, la comunidad auténoma y una entidad
local: La norma reguladora serd la local, pero puede ser discutible si la legislacién de la
Comunidad Autdnoma en presencia no puede introducir variantes sobre esta legisla-
cién, segun lo expuesto en la nota inmediatamente precedente.

5. Consorcio en que participe la comunidad auténoma con otra administracién
no comprendida entre las anteriores, como podria ser una universidad: La norma
reguladora seria la autonémica.

4.2, Las particularidades del régimen funcional y financiero
El apartado 2 del artfculo 7 de la Ley 30/1992 dispone que «los Estatutos del

consorcio determinardn los fines del mismo, asi como las particularidades del régimen
orginico, funcional y financieron».

Esta expresién, que procede del antiguo Reglamento de servicios de las corpora-
ciones locales ha tenido un extraordinario éxito en la que podriamos llamar la no-
regulacién del régimen juridico de los consorcios, y se ha reiterado en todas las dispo-
siciones que desde 1956 se han referido al tema de los consorcios. Dado que es la
tnica clave para acercanos a la regulacién del régimen consorcial, parece necesario
profundizar algo mds en su significado.

Creemos necesario partir de la consideracién de que el consorcio es una forma de
asociacién interadministrariva, sujeta al derecho administrativo. Tal consideracidn, aun
cuando pueda parecer obvia, no lo es tanto, si pensamos en la tendencia que en los
dltimos afios ha marginado al Derecho administrativo en favor de una pretendida
eficacia de las formas de organizacién y de actividad propias del Derecho privado.

Por tanto, conviene insistir que el consorcio es una enridad sujeta al derecho ad-
ministrativo. Es indiferente a estos efectos el dilucidar si la sumisién lo es al derecho
estaral, al autondmico o al de régimen local. Lo decisivo es sefialar la adscripcién aJ
derecho piblico de la figura y, por tanto, de su régimen juridico.

La Ley, por otra parte, no encomienda los estatutos la regulacién del régimen
juridico de los consorcios, sino de las particularidades de su régimen. Ello permite
entender que la Ley no atribuye a los estatutos la facultad de crear un régimen propio
pata los consorcios, sustancialmente distinto de aquél al que estdn sujetas las adminis-
traciones consorciadas. Sélo autotiza a introducir «particularidades» en dicho régi-
men.

:Cudl es el régimen a que estdn sometidas las entidades consorciadas, dejando
Iégicamente aparte el caso excepcional de las entidades privadas participantes? Es el

21. El articulo 9 de la Ley 30/1992 no remite a la legistacién local, sino a la legistacidn bésica en
materia de régimen local, lo que nos parece inadecuado a la luz de la Constitucién. Si el Estado decide
someterse a la legislacién sobre régimen local, debe hacerle con todas sus consecuencisas, incluso bajo
aquella que atribuye a las comunidades auténomas la capacidad normativa para €l desarrollo de las bases
sobre la materia.
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régimen derivado de la normativa administrativa general, es decir, la que regula el
régimen juridico, el procedimiento administrativo, la funcién piiblica, la contratacién
administrativa, el patrimonio de las respectivas administraciones publicas, la forma-
cién de los presupuestos, el control previo de la ejecucién del presupuesto, la rendi-
cién de cuentas a los organismos constitucionales o estatutarios encargados del control
de cuentas.

El principio de jerarquia normativa no permite que los estatutos puedan establecer
para el consorcio en todas o alguna de las materias enumeradas un régimen juridico
distinto del legalmente regulado para las administraciones ptblicas. La condescenden-
cia de la Ley respecto de las «particularidades» del régimen consarcial no puede liegar
al extremo de entender que el consorcio esté autorizado a actuar en forma distinea de
la de sus participes, que se pueda constituir en un 4mbiro exento a la aplicacién de las
normas administrativas,

Ello significa, pues, que no pueden confundirse «particularidades» con excepcio-
nes al régimen general. Por el contrario, bajo el signo del principio de la sumisién del
consorcio 2 las normas de derecho administrativo, de la instancia que sea, la referencia
a las «particularidades» sélo puede aludir a la adaptacién de las normas del consorcio a
las propias leyes administrativas, habida cuenta de la peculiar naturaleza del consorcio
y de la imposibilidad de dar una regulacién unitaria a todas las asociaciones constitui-
das entre las administraciones publicas.

En otras palabras, y por poner algiin ejemplo, las «particularidades» no autorizan a’
que el consorcio carezca de fiscalizacién previa;* tampoco autorizan a seguir procedi-
mientos de adjudicacién contractual que contrarien los establecidos generalmente,

Aurorizan, en cambio, a que se definan los 6rganos de fiscalizacidn, a que se deter-
mine la composicién de las mesas de conrtratacién, a que se regule el régimen del
personal que preste sus servicios en el organismo. Autoriza, en suma, a que se regulen
especificamente cuestiones que, de aplicarse la normativa general, en especial la regla-
mentaria, serfan de imposible cumplimiento, por la falta de equiparacién entre las
categorias de alguna o de todas las administraciones consorciadas con la propia ad-
ministracién del consorcio.

Asi pues, las «particularidades» son las que derivan de la circunstancia de que el
consorcio no forma parte de ninguna de las administraciones consorciadas y que por
tanto no puede aplicar automdticamente las disposiciones legales a su propia organiza-
cién, sino que las ha de ajustar en mayor o menor medida. En ningiin caso, por los
motivos que se han expuesto y, en especial, por el de jerarquia normativa y, consi-
guientemente, de subordinacién de los estatutos a la ley, los estatutos pueden es-
tablecer un régimen juridico novedoso. Sélo estdn autorizados 2 adaprar, no a crear.

4.3. Régimen presupuestario

El aspecto en que las diferencias institucionales entre el consorcio y las restantes
administraciones publicas es mds patente es el relativo a la aprobacién de su presu-

22. Salvo, quizd, si ¢l tipo de actividad puede encuadrarse en el que desarrollaria una entidad exenta
de dicha fiscalizacién previa. y somerida a auditoria posterior, siempre, ademas, que la norma supletoria
aplicable a la regulacién del consorcio, segtin a adscripcién de éste a alguna de las administraciones
consorciadas, permitiera aplicar una regla de cal cardcter.
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puesto. El presupuesto de las personas juridicas institucionales, es decir no asociarivas,
de la Administracién del Estado, de las comunidades auténomas y de las entidades
locales, son aprobadas por la Administracién de que depende, sea, por Ley aprobada
en el Congreso o en el Parlamento respectivo, sea por el Pleno del ayuntamiento
respectivo.

No es éste el caso de los consorcios. Al tratarse de una asociacién, ninguna de las
administraciones publicas consorciadas tiene legitimacién y potestad suficiente para
aprobar el presupuesto de la entidad. El inico érgano que puede aprobar el presupues-
to del consorcio es su érgano colegiado, partiendo, eso si, de las transferencias presu-
puestarias acordadas por cada una de las administraciones consorciadas y, en su caso,
por las aportaciones decididas por las entidades privadas que formen parte del mismo.

5. Disolucidén del consorcio

No conriene Iz Ley ninguna regla para la disolucién del consorcio, una vez cum-
plido el plazo de vigencia, st se hubiere pactado, o cumplida su finalidad.

La liquidacién de una asociacién comporta la necesidad de satisfacer ante todo a
los acreedores y de repartir después entre los asociados el haber liquido resultante. En
las sociedades o asociaciones regidas por el principio de proporcionalidad de los dere-
chos de los socios a las aportaciones, la liquidacién se ha de atener al mismo principio,
de suerte que cada socio recibird una parte del haber partible en proporcién a su
aportacién inicial.

Esta regla no rige para los consorcios, en los que, como ya se indicé mis arriba, no
hay una aportacién de la que deriven consecuencias juridicas similares a las propias de
las sociedades civiles 0 mercantiles.

Las reglas de distribucién del haber partible habrén de establecerse en los estatutos
o habrin de pactarse por las Entidades consorciadas, puesto que no existe una regla
general supletoria. Las transferencias de las administraciones no son tampoco criterio
que tenga validez juridica a estos efectos, por cuanto no son transmisiones a ticulo
oneroso que justifiquen causalmente una devolucién. El dnico criterio seguro es el del
titulo en virtud del cual se hayan aportado bienes al consorcio, por cuanto en virtud de
este titulo se determinard si rales bienes serdn recuperados por el aportante o podrin
atribuirse a otra persona.








